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Introducción

Las voces

Tras décadas de lucha, el espacio público dejó de ser de 
unos cuantos. La incipiente democracia en México ha 
dado pie a la irrupción de voces históricamente discri­
minadas que luchan por ser escuchadas, aunque con di­
versos métodos y maneras autoritarias se ha pretendido 
reprenderlas y apagarlas. De hecho, es gracias a esas vo­
ces que se ha avanzado en el marco de las libertades pú­
blicas que hoy tenemos, donde nuestro derecho a la li­
bertad de expresión e información ha sido la clave. 

En este aspecto, en los cuatro años de este gobierno 
“transformador” el panorama para la libertad de expre­
sión no ha mejorado. Las formas de censura e inhibición 
han mutado, conviviendo con viejos mecanismos autori­
tarios que no han sido erradicados. Esa ha sido una ten­
dencia marcada desde la primera alternancia partidista 
en el poder, en el año 2000, por lo que cabe preguntarse 
¿cuál es el verdadero compromiso de las élites partidis­
tas y económicas con la democracia y sus valores? 

En el informe Disonancia: voces en disputa1 externamos lo 
positivo de que se señalara desde el poder presidencial 
la corrupción, la desigualdad y la impunidad como males 
estructurales que deben erradicarse. La retórica oficial 
planteaba un panorama prometedor, pero el tiempo 

1	  Véase: https://articulo19.org/disonancia/.

pasó y vimos con preocupación que viejos anclajes auto­
ritarios persistieron. La violencia contra la prensa, la 
desigualdad informativa para personas y colectivos his­
tóricamente discriminados, la discrecionalidad en la 
asignación de publicidad oficial, el afán criminalizante 
en internet, la falta de cambios institucionales de fondo; 
todo eso chocaba con un discurso que seguía prometien­
do cambios profundos: 2020 fue el año de la distorsión. 

Los males descritos se profundizaron. Se hizo más evi­
dente la desinformación, la concentración y el oculta­
miento de información, que se mostraban ya como una 
estrategia deliberada para anular las voces críticas. En el 
documento Negación2 hablamos de ello: de la narrativa 
que elude responsabilidades. 

En los informes mencionados, las voces de víctimas, so­
brevivientes, periodistas, personas defensoras de dere­
chos humanos y personas funcionarias públicas han sido 
el basamento que acompaña la evidencia empírica. En 
este informe es mayor la centralidad de dichas voces, 
particularmente las de las víctimas de la violencia es­
tructural, criminal y de Estado. 

2	  Véase: https://articulo19.org/negacion/.

Ahora son las voces de quienes padecen un Estado que 
sigue violando derechos humanos, las que dan cuenta de 
la endeble condición de la libertad de expresión en Mé­
xico. Son las voces que encarnan la lucha digna y la resi­
liencia contra la censura, el olvido y la indiferencia. 
Ellas, como siempre, son las protagonistas que deben 
ser escuchadas por encima del ruido, la polarización, la 
incertidumbre, la manipulación, la anulación y la desin­
formación.

Este informe es un homenaje para las personas indíge­
nas, mujeres, periodistas, personas defensoras de dere­
chos humanos, víctimas y sobrevivientes de violaciones 
graves a los derechos humanos. Pese a la indolencia e 
indiferencia del Estado, esas voces están ahí recordán­
donos que la violencia, la desmemoria, la atrocidad, la 
discriminación, la censura y la opacidad no son opción. 
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Capítulo 1. 

Sin transparencia proactiva

María González3 es una indígena y campesina maya del 
municipio de Maxcanú, Yucatán, de aproximadamente 
65 años de edad. Es beneficiaria de Sembrando Vida des­
de 2020, pero esta emoción de ser parte del programa se 
desvaneció debido a la poca información con la que con­
tó desde el momento de registrarse. Obstáculos seme­
jantes enfrentaron otros campesinos y campesinas que, 
de acuerdo con María, no pudieron formar parte de este, 
que es uno de los programas más ambiciosos a nivel fe­
deral, ya que no se les dio a conocer las actividades que 
tendrían que realizar al ser parte de ellos.

Flor Hernández es madre de dos alumnas indígenas 
ch’ol del municipio Salto de Agua, en el estado de Chia­
pas, quienes recibieron la beca Benito Juárez, en 2021. 
Ella considera que este programa social es importante 
para su comunidad porque representa un ingreso fijo 
que ayuda a cubrir las necesidades de hijas e hijos. No 
obstante, doña Flor ha enfrentado barreras para acceder 
a información certera y oportuna, ya sea porque no exis­
te algún centro coordinador u otra instancia cercana a 
sus comunidades que les informe o debido a la falta de 
capacitación del personal de los Servidores de la Nación, 
adscritos a la Secretaría de Bienestar, quienes deben in­
formar las gestiones, los requisitos y el procedimiento 
para el aprovechamiento del programa.

En ambos casos es notoria la persistencia del hábito de 
publicar la información en páginas de internet y redes 
sociales, en lugar de recurrir a formatos culturalmente 

3	  Por motivos de seguridad, las personas entrevistadas solicitaron 
ser mencionadas en este informe con otros nombres. 

apropiados que permitan a las personas que carecen de 
acceso a estos medios recibir información de su interés.

Sembrando Vida inició en 2019 como parte de la política 
social del presidente Andrés Manuel López Obrador 
para atender la pobreza rural y la degradación ambiental 
en veinte estados de México. 

Por su parte, la Beca para el Bienestar Benito Juárez de 
Educación Básica se creó por decreto presidencial y es 
operada por la Coordinación Nacional de Becas para el 
Bienestar Benito Juárez (CNBBBJ), de la Secretaría de 
Educación Pública (SEP), en el marco de la estrategia de 
desarrollo social que tiene como propósito de atender 
integralmente los riesgos asociados a la falta de seguri­
dad en el ingreso y el desarrollo humano de niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes.

El Ejecutivo federal divulga estos programas como 
ejemplos de políticas estatales de combate a la pobreza 
y seguridad alimentaria; sin embargo, ambos enfrentan 
diversos cuestionamientos que deben ser atendidos, 
pues el riesgo es que no sean capaces de reducir la des­
igualdad, sino, además, de que la agudicen.

De acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de la 
Política de Desarrollo Social (Coneval), Sembrando 
Vida se colocó como “uno de los nueve programas prio­
ritarios con mayor presupuesto después de la Pensión 
para el Bienestar de las Personas Adultas Mayores”, pese 
a que no tiene cobertura nacional. Actualmente tiene 
presencia en 983 municipios de 21 estados.

Sin embargo, sus reglas de operación no definen los me­
canismos de selección o priorización de entidades y te­
rritorios en los que se aplica, lo que provoca que la po­
blación interesada no tenga información de las 
posibilidades reales para participar en el programa, au­
nado a que el concepto de meta programada no está defi­
nido.

Sembrando Vida no cuenta con indicadores asociados a 
los aspectos sociales o con alguno que mida la suficien­
cia alimentaria, “por lo que se recomienda construir in­
dicadores que muestren el avance en el cumplimento de 
los objetivos del programa, y que permitan la toma de 
decisiones informadas tanto a nivel macro como a nivel 
micro”. 

Por su parte, Flor explica que cada dos meses asiste a la 
escuela primaria de sus hijas porque es el punto de reu­
nión para recibir la Beca para el Bienestar Benito Juárez 
de Educación Básica en efectivo, ya que en la comunidad 
no tienen acceso a tarjetas bancarias. También explica 
que cuando tiene dudas sobre el programa, se tiene que 
esperar a que los integrantes de los Servidores de la Na­
ción lleguen a la comunidad ya que, si bien ese personal 
pertenece a la SEP, no son una fuente directa de informa­
ción, pues la instancia dentro de esa secretaría que se 
encarga de operar y ejecutar este programa es específi­
camente la CNBBJ. Flor agrega que su comunidad cuenta 
con un centro integrador de desarrollo, pero casi nunca 
está abierto. 
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Este tipo de irregularidades en la operación de la beca 
Benito Juárez no es nuevo. En el análisis sobre la cuenta 
pública de 2019, la Auditoría Superior de la Federación 
(ASF) informó que dicho programa social presentaba 
anomalías en los pagos por 263,695,000 pesos y, nueva­
mente en 2022, reportó inconsistencias por 
“27,155,200 pesos por concepto de apoyos a 8,515 fami­
lias sin que se proporcionara evidencia de que estas los 
hubiesen cobrado”.

Las historias de María y Flor ilustran la importancia del 
derecho de acceso a la información y su vínculo con los 
programas sociales, sobre todo para quienes se encuen­
tran en situación de mayor vulnerabilidad. En este senti­
do, el principio de igualdad y no discriminación incluye 
la eliminación de obstáculos para garantizar el ejercicio 
pleno y efectivo del acceso a la información por parte de 
determinados grupos vulnerables, cuyos derechos po­
drían verse afectados con mayor frecuencia e intensi­
dad. Entre estos grupos pueden contarse los pueblos 
indígenas y las comunidades que dependen fundamen­
talmente, en lo económico o para su supervivencia, de 
los recursos ambientales y de los apoyos monetarios gu­
bernamentales.

Lo anterior se agrava cuando debido a la falta de infor­
mación mucha gente pobre desiste de pertenecer a estos 
programas, a pesar de necesitar los recursos que se otor­
gan, con lo que quedan al desamparo de las políticas pú­
blicas gubernamentales y se contradice el tan sonado 
lema “Primero los pobres”.

Por otra parte, Miriam Hernández Aragón es una ciuda­
dana de San Juan Ozolotepec, comunidad afectada por 
el huracán Agatha a finales de mayo de 2022, cuando 
este fenómeno natural golpeó las costas del estado de 
Oaxaca. 

El apoyo del gobierno federal llegó a la comunidad dos 
días después del desastre. Se repartieron despensas, co­
bijas, ropa y otros enseres. Para Miriam era importante 
que llegara agua, porque las tuberías se rompieron y no 
había cómo abastecerse. 

Agrega que la comunidad tenía entendido que el gobier­
no federal apoyaría con más de 6,000 millones de pesos 
a los municipios afectados. De esa cantidad, la comuni­
dad donde vive recibió 50 millones monto que fue repar­
tido por partes iguales entre las tres agencias y la cabe­
cera municipal. Sin embargo, negó que contaran con 
algún otro apoyo, además del enviado por el gobierno 
federal, y precisó que desconocían si el gobierno del es­
tado tenía previsto otorgar alguna ayuda a las personas 
afectadas, puesto que no recibieron ninguna visita de las 
autoridades locales. 

De acuerdo con la versión estenográfica de la conferen­
cia matutina del presidente de la república, del 30 de 
septiembre de 2022, la Secretaría de Bienestar reportó, 
de acuerdo con el censo realizado en las regiones afecta­
das de Oaxaca, un total de 25,134 familias damnificadas, 
varias comunidades incomunicadas, elevados números 
de daños tanto en la región de la costa como en la región 
de la Sierra Sur y 48 municipios con comunidades zapo­
tecas, chatinas, mixtecas y afromexicanas afectados.

Los apoyos y el seguimiento se proporcionaron solo has­
ta el mes de septiembre; después de esa fecha no se reci­
bieron visitas para evaluar cómo se reconstruyeron las 
comunidades y revisar si surgieron otras necesidades. 
Algunas comunidades tuvieron que organizarse de ma­
nera autónoma para administrar los recursos recibidos y 
priorizar las necesidades, ya sea de la comunidad o del 
ayuntamiento.

Los municipios solicitaron la ayuda de las autoridades 
tanto federales como estatales para hacer frente al de­
sastre en lo correspondiente a las necesidades básicas, 
por lo que el gobierno anunció un plan de apoyo a las 
familias afectadas; sin embargo, la única información al 
respecto fue un comunicado publicado por la Secretaría 
de la Defensa Nacional (Sedena) en su página de inter­
net, en el que se notificaba la presentación del Plan de 
Apoyo a la Población Afectada por el Huracán Agatha en 
Oaxaca. 

La ausencia de información sobre las repercusiones pos­
teriores de un desastre natural coloca en riesgo a la po­
blación ubicada en zonas donde son más probables este 
tipo de eventos. En este sentido, la información debe ser 
accesible y en caso de que se niegue a la ciudadanía, el 
Estado debe hacer la prueba de daño: demostrar que re­
velar causaría un perjuicio mayor al interés público del 
que se pretende proteger. 

Las obligaciones del Estado ante los desastres naturales 
no se reducen a la atención de la emergencia; es necesa­
rio llevar también a cabo una serie de acciones para pre­
venir y minimizar los daños a la población causados por 
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fenómenos naturales, así como la violación de sus dere­
chos humanos en el contexto de tales desastres. 

Las acciones preventivas permiten proteger de manera 
eficaz los derechos a la vida y a la integridad personal. 
Esto implica el cumplimiento previo de los correspon­
dientes derechos a la no discriminación, a la vivienda y a 
otros derechos sociales. Además, la responsabilidad es­
tatal se extiende a la etapa posterior a la emergencia, a 
tareas como la estabilización socioeconómica, la recons­
trucción, la reparación y la garantía de no repetición.

En el caso de lo acontecido con el huracán Agatha, la 
participación coordinada de diversas autoridades de los 
tres niveles de gobierno no ocurrió, particularmente 
porque fueron la Sedena y la Guardia Nacional las que 
básicamente tuvieron el control de los recursos para la 
atención de la emergencia. Y tomando en cuenta la prác­
tica de omisiones al derecho a la información que ha ca­
racterizado a las instituciones castrenses, las acciones 
emprendidas durante y posteriormente a los daños oca­
sionados por el huracán siguen sin conocerse.

Llama la atención que, pese a la centralidad discursiva 
que el Ejecutivo federal ha brindado a la población en 
situación de pobreza, sea esta la más afectada por la falta 
de políticas públicas integrales para la gestión de riesgos 
por desastres naturales. 
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Capítulo 2. 

La violencia que no cesa

En 2022, ARTICLE 19 registró 696 ataques contra la pren­
sa. Ese año se convirtió en el más violento para la labor 
periodística, de acuerdo con la documentación de agre­
siones que la organización inició en 2007. 

Esta cifra también representa un 329.63 % de incremento 
si se compara con el cuarto año de gobierno de Felipe 
Calderón Hinojosa (162) y de 63.38 % respecto al mismo 
periodo del sexenio de Enrique Peña Nieto (426). Es así 
como durante el cuarto año de Andrés Manuel López 
Obrador se agredió a la prensa cada 13 horas, mientras 
que en el mismo periodo de las dos administraciones pa­
sadas la frecuencia fue de 21 y 55 horas, respectivamente.

A lo largo de más de cuatro años de gobierno de López 
Obrador, las agresiones más comunes contra periodistas 
y medios de comunicación fueron: intimidaciones y hos­
tigamientos, con 181 casos (26.01 % del total); amenazas, 
con 151 casos (21.70 %), y uso ilegítimo del poder públi­
co, con 111 casos (15.95 %). Estas tres categorías corres­
ponden a más del 63 % del total de ataques documenta­
dos en el año. 

Dentro de la tipología de la violencia contra periodistas 
y medios de comunicación, las agresiones letales, el aco­
so judicial, las amenazas y el estigma preocupan sobre­
manera, por el efecto cascada que tienen para silenciar 
al gremio y por el impacto negativo que la censura de 
quienes informan tiene en el flujo y acceso a la informa­
ción de la sociedad mexicana. 

Con 12 homicidios de periodistas cometidos en posible 
vínculo con su labor, México se posiciona como el país 
más letal para la prensa en el continente, incluso con 
cifras similares a las de países en guerra, como Ucrania. 
En ocho de estos casos (66.6 %), se trata de periodistas 
que cubrían asuntos de corrupción y política, seguidos 
de los que reporteaban seguridad y justicia, con tres ca­
sos, mientras que un homicidio se vincula con informa­
ción sobre el sector privado y otro con aquellas vincula­
das a temas de tierra y territorio. Adicionalmente, en 
nueve de las 12 muertes, integrantes del crimen organi­
zado fueron identificados como posibles autores mate­
riales, los cuales, según la datos de ARTICLE 19, operan en 
colusión con las autoridades. Ello configura la existencia 
de redes criminales entre poderes públicos y fácticos, y 
explica por qué la impunidad es tan alta y se mantiene 
con el tiempo.

En 2022, ARTICLE 19 también registró nueve tentativas 
de homicidio; seis de estos hechos ocurrieron con armas 
de fuego en Oaxaca, Quintana Roo, Zacatecas, Jalisco, 

Guanajuato y Ciudad de México. En uno más, en Yuca­
tán, se utilizó un arma punzocortante y en otros dos se 
trató de persecuciones y choques de auto provocados. Al 
momento de los hechos, cinco de los comunicadores 
agredidos cubrían principalmente asuntos de corrup­
ción y política, mientras que tres se enfocaban en temas 
de seguridad y uno cubría el sector privado. 

Por otra parte, en el periodo que se informa registramos 
66 casos de estigmatización mediante la comunicación 
oficial, 41 casos de campañas de desprestigio contra la 
prensa y dos casos de criminalización; es decir, 109 actos 
en total. El aumento de este tipo de violencia perpetrada 
contra la prensa debe analizarse en el marco de la nor­
malización de esta que se ha aceptado como parte del 
ambiente del debate público que se da en las conferen­
cias matutinas del presidente de la república. 

Encontramos que en al menos 176 ocasiones se vertie­
ron comentarios estigmatizantes dirigidos a medios de 
comunicación, periodistas e incluso organizaciones de 

Intimidación y hostigamiento

Amenaza

Uso ilegítimo del poder público

Bloqueo o alteración de contenido

Ataque físico

Acceso Ilícito

Ataque a bienes materiales

Privación de la libertad

Asesinato (periodistas)

Asesinato (staff no editorial)

Allanamiento

Fuente: ARTICLE 19

Grá�ca 2.1 Agresiones contra la prensa en 2022, por categoria
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Fecha de 
homicidio Nombre Entidad Medio Fuente y asuntos cubiertos

10 de enero 
de 2022

José Luis 
Arenas 
Gamboa

Veracruz Inforegio 
Network

Corrupción y política. Gamboa cubría temas de política y presuntos vínculos entre las autoridades y grupos 
de la delincuencia organizada, así como la situación de inseguridad en su estado. Entre sus más recientes 
publicaciones se encuentran “La guerra por la narcopolítica” y “Prospectiva, parte 1”, en las que se muestra 
como un fuerte crítico de la situación de violencia en la región.

17 de enero 
de 2022

Margarito 
Martínez

Baja 
California Independiente Seguridad y justicia. Cubría principalmente la nota roja y policial; hacía transmisiones en vivo de hechos 

como incendios, robos y allanamientos.

23 de enero 
de 2022

Lourdes 
Maldonado 
López

Baja 
California

Sintoniza Sin 
Censura

Corrupción y política. Hizo investigaciones sobre corrupción en su entidad, y tenía entablado un litigio por 
cuestiones laborales contra una empresa del ahora exgobernador de Jaime Bonilla.

31 de enero 
de 2022

Roberto 
Toledo Michoacán Monitor 

Michoacán
Corrupción y política. Publicó, con el apoyo de su medio, actos de corrupción del gobierno estatal de 
Silvano Aureoles.

10 de febrero 
de 2022

Heber López 
Vázquez Oaxaca Noticias Web Corrupción y política. Investigaciones acerca del proyecto de rompeolas en Salina Cruz del gobierno federal 

y sobre corrupción de la policía municipal.

24 de febrero 
de 2022

Jorge Luis 
Camero 
Zazueta

Sonora El Informativo Seguridad y justicia. Daba a conocer información de interés público respecto a seguridad y justicia en el 
municipio de Empalme. 

4 de marzo de 
2022

Juan Carlos 
Muñiz Zacatecas Testigo Minero Corrupción y política. Se desconoce una investigación periodística específica relacionada con su homicidio.

15 de marzo 
de 2022

Armando 
Linares López Michoacán Monitor 

Michoacán
Corrupción y política. Investigó y publicó en su portal presuntos desvíos de diversa índole del gobierno 
estatal de Silvano Aureoles, así como la corrupción en la Fiscalía General de Michoacán. 

5 de mayo de 
2022

Luis Enrique 
Ramírez 
Ramos

Sinaloa El Debate
Corrupción y política. Publicaba en el portal Fuentes Fidedignas, donde comentaba exclusivamente temas 
políticos y cuestionaba la labor no sólo del gobierno, sino de los partidos políticos como el PAN, el PRI y el 
PRD.

29 de junio de 
2022

Antonio de la 
Cruz Tamaulipas El Expreso

Tierra y territorio y sector privado. En sus redes sociales era muy crítico en temas de corrupción y 
seguridad. De manera personal, tenía una postura abiertamente impugnadora de personas con proyección y 
cargos públicos.

11 de agosto 
de 2022

Alan 
González Chihuahua Radio Switch 

105.9 FM

Sector privado. Cubría, sobre todo, temas de música y eventos que tenían lugar en la capital del estado. Si 
bien su asesinato no se vincula directamente con su labor, el estar reportando en directo, junto con tres 
colegas, una serie de actos violentos perpetrados por la delincuencia organizada en las calles de Ciudad 
Juárez lo convirtió a él y a sus compañeros en un blanco de alto impacto mediático.

16 de agosto 
de 2022

Juan Arjón 
López Sonora A Qué le Temes

Seguridad y justicia. Se hacía llamar el Sicario de la Pluma, por abordar asuntos del crimen organizado y 
denuncias ciudadanas. Según información compartida con ARTICLE 19, fue visto por última vez grabando 
fuera de lo que presuntamente era un casino clandestino. 

Fuente: ARTICLE 19

Cuadro 2.2. Periodistas asesinados en 2022 por razones vinculadas a la labor informativa
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la sociedad civil. De ellas, 44 configuraron ataques con­
tra la prensa, de los cuales 33 fueron cometidos por el 
titular del Ejecutivo federal.

Aunado a las 109 agresiones, en otros 14 casos de agre­
siones mediante amenazas, bloqueos informativos e in­
cluso lesiones por ataques físicos, se identificó el uso del 
vocabulario empleado en las mañaneras 

La estrategia de convertir al mensajero en el mensaje 
restringe la pluralidad, la diversidad de opiniones y el 
flujo de información, convirtiendo los discursos del Eje­
cutivo federal y de otras y otros funcionarios en los úni­
cos referentes sobre lo que es verdadero y falso. De esta 
manera, se pretende imponer al Estado mismo como 
único ente capaz de validar la información. 

La intención de manipular y controlar el flujo de infor­
mación también está presente en la publicidad oficial, 
sobre todo, cuando existe concentración del gasto y no 
hay criterios claros y objetivos para su asignación. En 
2022, Televisa, Demos (La Jornada) y TV Azteca concen­
traron el 30.6 % ($439,668,017.80) del gasto en publici­
dad oficial. 

Por otra parte, con excepción de Tabasco y Nayarit, to­
dos los estados de la república registraron agresiones 
contra la prensa. Las cinco entidades federativas con 
más casos en 2022 fueron la Ciudad de México, Yucatán, 
Quintana Roo, Tamaulipas y Veracruz, en ese orden.

Televisa, S. de R. L. de C. V.

Demos Desarrollo de Medios, S. A. de C.V.

TV Azteca, S. A. de C. V.

Estudios Churubusco Azteca, S. A.

Agencia Digital, S. A. de C. V.

Cadena Tres I, S. A. de C.V.

La B Grande, S. A. de C. V.

Medios Masivos Mexicanos, S. A. de C. V. 

Telefórmula, S. A. de C. V.

Compañía Editora del Mayab, S. A. de C. V.

$154 640 876.09

$148 002 617.23

$137 024 524.48

$75 036 614.07

$72 281 779.20

$53 271 951.83

$51 611 322.88

$40 687 407.25

$27 428 541.47

$27 395 670.51

10.76%

10.30%

9.54%

5.22%

5.03%

3.71%

3.59%

2.83%

1.91%

1.91%

Fuente: Información oficial

Grá�ca 2.4 Las diez empresas periodísticas que más recursos recibieron en 2022 
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Grá�ca 2.5 Agresiones contra la prensa por entidad federativa, en 2022
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En el caso de los periodistas hombres, casi la mitad de 
las agresiones (222 casos, 49.93 %) están vinculadas a las 
fuentes de corrupción y política, seguidas de seguridad y 
justicia, con 144 casos (32 %); derechos humanos (6.44 
%); protestas (5.56 %); sector privado (3.78 %), y tierra y 
territorio (2.89 %).

Los periodistas sufren violencia económica. En 61 de 
227 casos (26.87 %) la víctima disfrutaba un contrato de 
tiempo completo cuando fue agredida, mientras que en 
17 casos (7.48 %) estaba contratada a medio tiempo. En 
88 casos (38.77 %) no tenía contrato, mientras que 70 
(30.83%) indicaron tener un trabajo adicional en un ám­
bito ajeno a la comunicación para cubrir sus necesidades 
económicas. 

Un caso que destaca acerca de este tipo de violencia eco­
nómica es el de Lourdes Maldonado. Asesinada el 23 de 
enero cuando llegaba a su casa en Tijuana, Baja Califor­
nia, Lourdes tenía 68 años, fue reportera independiente, 
corresponsal y conductora de un programa de radio e 
internet. Trabajó en Media Sport (PSN), propiedad de 
Jaime Bonilla Valdez, exgobernador de Baja California y, 
debido a su despido injustificado, inició un proceso legal 
contra la empresa, en 2013. Seis años después, se hallaba 
tan atemorizada por el poder de Bonilla y preocupada 
por su integridad que, el 26 de marzo de 2019, acudió a 

una conferencia matutina del presidente López Obrador 
y le pidió apoyo y protección. No obstante esta solicitud 
pública, la periodista sufrió diversos ataques. 

A pesar de las señales y denuncias hechas por la perio­
dista desde 2019, las autoridades decidieron no actuar 
de manera integral, eficaz y diligente. Al contrario, mini­
mizaron su caso y, una vez asesinada, pretendieron pre­
sentar a la opinión pública la detención de tres personas 
como la resolución de este. Según información recabada 
por ARTICLE 19, la familia aceptó el procedimiento abre­
viado y renunció a la apelación de la sentencia por el 
dolor y el miedo que tienen. 

Después del homicidio de Lourdes Maldonado, al me­
nos otros nueve periodistas fueron asesinados en Méxi­
co, como sucedió con Roberto Toledo, el 31 de enero de 
2022, cuando llegaba a las oficinas de Monitor Michoa­
cán. El 15 de marzo de 2022, es decir, 43 días después del 
homicidio de Toledo, Armando Linares fue asesinado 
con arma de fuego por sujetos desconocidos que ingre­
saron al domicilio del periodista.

Sobre el homicidio de Linares, el presidente Andrés Ma­
nuel López Obrador, en sus conferencias matutinas del 
16 de marzo y del 17 de marzo dijo que los asesinatos a 
periodistas son crímenes cometidos por la delincuencia 

Cada año, los agentes del Estado son los principales 
agresores contra la prensa. De los 696 casos documenta­
dos, 296 (42.53%) fueron cometidos por ellos, es decir, 
cuatro de cada diez. Después de funcionarios públicos, 
son personas sin identificar y particulares quienes vio­
lentan con mayor frecuencia a periodistas y medios de 
comunicación, con 164 y 118 ataques, respectivamente, 
lo que equivale a 23.56% y 16.95%. 

El incremento del papel que tienen los grupos al margen 
de la ley en la violencia contra periodistas y medios de 
comunicación ocurre por la ausencia de Estado de dere­
cho y por las alianzas con los poderes políticos. Dichas 
alianzas, reveladas a través del trabajo periodístico, han 
sido confirmadas recientemente por los informes de in­
teligencia militar hechos públicos mediante el hackeo 
que efectúa el llamado Guacamaya Leaks. 

De los 696 ataques documentados en 2022, se perpetra­
ron 178 (25.57 %) contra mujeres periodistas, de las cua­
les cuatro se autoadscriben como indígenas, mientras 
que 450 (64.66 %) fueron agresiones a hombres, de los 
cuales 15 dijeron ser indígenas. Los restantes 68 (9.77 %) 
ataques se cometieron contra medios de comunicación.

La fuente informativa cuya cobertura es la más riesgosa 
para mujeres periodistas es la de corrupción y política 
(82 casos), al igual que el reporteo de protestas y la co­
bertura de temas de seguridad y justicia (32 y 31 casos, 
respectivamente). Además, con 21 casos, las periodistas 
son víctimas en el 36.21 % de las agresiones por cubrir 
asuntos de derechos humanos.

Funcionario Público
Fuerzas Civiles

Fuerzas Armadas
Partido Político

Particular
Crimen Organizado

Sin elementos

Fuente: ARTICLE 19

Grá�ca 2.6 Agresiones contra la prensa por tipo de perpetrador
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organizada, incluso vinculando dichos grupos a fuerzas 
conservadoras o del periodo neoliberal. Estas declaracio­
nes preocupan, pues nuevamente se omite la responsa­
bilidad primordial que tiene el Estado de proteger y pre­
venir la violencia. 

Acerca del estado de Yucatán, este concentra 28.13 % de 
los procesos de hostigamiento judicial contra la prensa 
del año 2022, lo que representa un salto vertiginoso para 
una entidad que antes de 2019 no había registrado un 
proceso de este tipo, aunque se reportó un caso en 2020 
y tres en 2021. 

Los procesos judiciales contra la prensa yucateca, prin­
cipalmente aquellos vinculados a delitos como difama­
ción, tienen efectos severos en el ejercicio profesional 
de las y los periodistas. Integrantes del gremio, tanto de 
manera independiente como el colectivo Somos Perio­
distas, se organizaron y entregaron el 16 de febrero de 
2022 al Congreso local una petición para derogar el deli­
to de difamación y, de esta manera, evitar actos que inhi­
ban su trabajo. Diputados del estado se comprometie­
ron a eliminar dicho delito del Código Penal de Yucatán 
antes del término del periodo ordinario en curso, el 31 
de mayo. No obstante, a pesar de que la misma prensa 
presentó una iniciativa a los congresistas el 24 de no­
viembre, hasta el cierre de la edición de este informe, el 
delito sigue vigente. 

Adicionalmente a los delitos contra el honor, es impor­
tante señalar que, del total de casos de acoso judicial re­
gistrados en 2022, nueve (21.13%) se enmarcan en la Ley 

General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia, en particular, en lo relativo a la violencia polí­
tica contra las mujeres en razón de género. Lo anterior 
cobra mayor relevancia cuando en los próximos dos 
años se acercan elecciones, incluyendo la presidencial 
de 2024. 

Otro tema importante es el del internet, el cual se ha 
configurado en una ampliación del espacio cívico. En 
2022, ARTICLE 19 documentó 196 agresiones en línea, es 
decir, 28.19 % del total de ataques registrados contra la 
prensa fueron cometidos en la esfera digital. Los tipos 
de violencia más comunes fueron intimidaciones y hos­
tigamientos (37.24 % de las agresiones en línea), amena­
zas (27.04 %) y accesos ilícitos o tentativas de acceso a 
las cuentas de las y los periodistas (14.80 %).

Aunque las agresiones en línea contra las periodistas 
mujeres son el 26.02 % (61.73 % en el caso de los hom­
bres y 12.24 % a medios de comunicación), ellas concen­
tran 24 de los 26 ataques con una connotación sexual de 
género. 

En México existe un Mecanismo de Protección para Per­
sonas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, 
incluso una fiscalía especial y un protocolo homologado 
de investigación. Nada de eso es suficiente. 

El Estado mexicano cuenta con todas las herramientas 
legales para garantizar la libertad de expresión y preve­
nir la violencia contra la prensa; sin embargo, los intere­
ses, las redes criminales y la falta de voluntad fijan la 
agenda pública.

Corrupción y Política
Seguridad y Justicia

Protesta o movimientos sociales
Derechos Humanos

Tierra y Territorio
Sector Privado

Fuente: ARTICLE 19

Grá�ca 2.8 Agresiones contra la prensa por tipo de cobertura, en 2022
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Capítulo 3. 

Militarización y espionaje

Abel Barrera, director de Tlachinollan Centro de Dere­
chos Humanos de la Montaña, comentó a ARTICLE 19 que 
la estrategia de militarización en el país surge para justi­
ficar la represión en contra de colectivos, organizacio­
nes y personas que pueden ser vistos como parte de la 
inestabilidad social y política en el país. Por ello, dice, no 
sorprende que desde hace tiempo las fuerzas armadas 
utilicen el espionaje como un mecanismo de intimida­
ción y abuso de poder para controlar toda información 
que tanto periodistas como defensores de derechos hu­
manos puedan tener respecto a cierto tema. 

La vigilancia y el espionaje ilegal se continúan ejercien­
do en la actualidad, pero con el avance de las nuevas tec­
nologías de información y comunicación, los gobiernos 
recurren al uso, compra o adquisición de programas in­
formáticos desarrollados, comercializados y manteni­
dos por compañías privadas. 

En junio de 2017, la Red de Defensa de los Derechos Di­
gitales (R3D), ARTICLE19 y Social TIC, documentaron 76 
intentos de infección con el malware Pegasus en contra 
de periodistas y defensores de derechos humanos en 
México, ocurridos entre enero de 2015 y julio de 2016. El 
patrón de infección que se registró en ese entonces por 
las organizaciones civiles consistía en la recepción de 
mensajes SMS por las personas objetivo con enlaces ma­
liciosos vinculados a la infraestructura de Pegasus. 

A raíz de estas revelaciones, ARTICLE 19 y otras organiza­
ciones civiles decidieron presentar una denuncia formal 
ante la entonces PGR por los actos de espionaje realiza­
dos mediante Pegasus. Durante el proceso penal ante las 

autoridades investigadoras y, en la actualidad, ante las 
autoridades judiciales por la imputación de un particu­
lar, se fortaleció la convicción de que el gobierno federal 
estuvo detrás de los ataques con dicho malware en con­
tra de periodistas y defensores de derechos humanos. 

Durante 2021, nuevas revelaciones sobre la utilización 
del malware comenzaron a surgir a nivel global cuando 
la investigación Pegasus Project, realizada por Forbid­
den Stories y Amnistía Internacional, reveló que 15 000 
números telefónicos de México fueron objetivos poten­
ciales del programa espía en el sexenio pasado. En la lis­
ta publicada de los números intervenidos aparecen va­
rios pertenecientes a personas defensoras de derechos 
humanos, familiares de los 43 estudiantes desaparecidos 
de la normal rural de Ayotzinapa, investigadores de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 
y periodistas.

El 9 de septiembre de 2022, se aprobó la reforma de di­
versas disposiciones de la Ley de la Guardia Nacional 
(GN), con el fin de pasar el mando operativo y adminis­
trativo al Ejército. Como ya habían expuesto diversas 
organizaciones, en los hechos, este cuerpo fue, desde su 
creación, una instancia militarizada.

El 18 de noviembre del 2022 se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación el decreto que habilita a las fuerzas 
armadas a realizar tareas de seguridad pública hasta 
2028. Ante esta ampliación de la militarización se gene­
ró un descontento de las organizaciones de la sociedad 
civil que se dedican a la defensa de los derechos huma­
nos. 

Abel Barrera explica que hay que tener presente que el 
Ejército ha sido perpetrador de crímenes, en vez de ser 
protector de la sociedad mexicana, y que la fusión que 
se ha realizado entre este y la Guardia Nacional aumen­
ta la vulnerabilidad de los grupos históricamente margi­
nados. 

El 3 de octubre de 2022 se revelaron nuevos casos de 
espionaje con Pegasus dirigidos a un defensor de los de­
rechos humanos y dos comunicadores a partir de la in­
vestigación realizada por ARTICLE 19, Social TIC y R3D 
con el apoyo de Citizen Lab y en coordinación con los 
medios de comunicación Animal Político, Aristegui No­
ticias y Proceso. Estos hechos reafirman el uso ilegitimo 
de tecnologías de vigilancia, en especial, el realizado por 
las fuerzas armadas sin contar con atribuciones norma­
tivas. 

También confirman que desde las instituciones castren­
ses se considera enemigos potenciales a colectivos e in­
dividuos como activistas, periodistas y defensoras y de­
fensores de derechos humanos, como Raymundo 
Ramos, presidente del Comité de Derechos Humanos de 
Nuevo Laredo.

 A la par de la investigación sobre el espionaje mediante 
el uso de Pegasus, como en el caso de Raymundo Ramos, 
comenzó a surgir nueva información sobre el trabajo de 
inteligencia que realiza el Ejército en contra de activis­
tas y organizaciones sociales. A finales de 2022, un grupo 
de hacktivistas autodenominado Guacamaya filtró a me­
dios y periodistas seis terabytes de información con do­
cumentos clasificados por la Sedena. El tratamiento pe­
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riodístico de estos datos ha permitido exponer temas de 
interés público sobre la actuación de las fuerzas arma­
das en México. 

Gracias a las filtraciones de Guacamaya se ha conocido 
una lista de grupos y colectivos considerados por la Se­
dena de “alto riesgo”, en la que se encuentran padres y 
madres de familia que luchan por medicamentos contra 
el cáncer para sus hijas e hijos, colectivos feministas, or­
ganizaciones en defensa de la tierra y territorio, entre 
otros activistas y personas defensoras de los derechos 
humanos.

Asimismo, han permitido conocer el perfil que se ha he­
cho de organizaciones como el Centro de Derechos Hu­
manos Miguel Agustín Pro Juárez o el propio Tlachino­
llan Centro de Derechos Humanos de la Montaña, las 
cuales históricamente han acompañado a víctimas de 
violaciones graves de derechos humanos cometidas por 
el Ejército, a la par que han denunciado la opacidad y 
falta de rendición de cuentas que impera en las institu­
ciones castrenses.

Organizaciones de la sociedad civil en México como R3D 
y ARTICLE 19 han participado activamente en procesos 
multisectoriales organizados por la ONU para elaborar 
una convención internacional que combata el uso de las 
tecnologías para fines criminales. En dichos procesos, la 
presencia de la sociedad civil ha sido crucial para avan­
zar y evitar un menoscabo de derechos y libertades. 

El hacktivismo siempre ha estado en riesgo de ser crimi­
nalizado por proyectos de ley que pretenden tipificarlo 

como delito. La respuesta del Estado mexicano a las re­
velaciones de Ejército Espía y Guacamaya Leaks ha sido 
decepcionante. El presidente negó los hechos y dirigió 
sus acostumbrados ataques verbales en contra de Ricar­
do Raphael y Animal Político para “desmentir” lo que era 
evidente: la Sedena adquirió Pegasus y lo usó contra pe­
riodistas y activistas este sexenio. Por su parte, la Defen­
sa Nacional también negó los hechos y ha tratado de 
ocultar la contratación de un servicio de monitoreo re­
moto a una empresa autorizada por NSO Group para 
vender Pegasus en México. 

Ante este nebuloso panorama, la esperanza es que se 
continúe realizando el hacktivismo para conocer más in­
formación que las autoridades, particularmente, las mi­
litares, reservan u ocultan. 
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Capítulo 4. 

Instituciones en México:  
la transformación que no  
llegó para las víctimas

La institucionalidad y el Estado de derecho en México 
atraviesan una situación de debilitamiento sumamente 
preocupante: 2022 cerró como uno de los años más vio­
lentos en el país con 26,775 homicidios dolosos, según el 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguri­
dad Pública, lo que equivale a 73.76 asesinatos al día y a 
un promedio de tres cada hora. 

La violencia institucional también va en aumento. Des­
de las descalificaciones contra la prensa y la sociedad 
civil provenientes del Ejecutivo federal hasta el hostiga­
miento administrativo o judicial contra periodistas por 
parte de autoridades diversas, se configura una violencia 
que se origina con o mediante el aparato estatal.

Otra forma de debilitamiento institucional se manifiesta 
en dinámicas de designación cuestionables o la omisión 
de llevarlas a cabo, pues, la cantidad de altas responsabi­
lidades públicas con vacantes pendientes se incrementa 
año con año, lo cual tiene efectos adversos en su funcio­
namiento y para la garantía de los derechos humanos. 

ARTICLE 19 ha dado cuenta de la escasa prioridad que su­
ponen para el gobierno de México las víctimas de la vio­
lencia. Esto se traduce en una deficiente salvaguarda, 
con una Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas 
(CEAV) federal que estuvo sin titular durante año y me­
dio, y la cual ha visto mermado su presupuesto o sin in­
crementos sustanciales que ayuden a optimizar su tras­
cendente labor. A la par de esto, se observan grandes 

aumentos en los recursos asignados, por ejemplo, a las 
instituciones militares.

También se observa la falta de una política nacional 
coordinada en la materia, ya que a pesar de que la Ley 
General de Víctimas prevé un Sistema Nacional de Aten­
ción a Víctimas (SNAV) desde 2013, este sólo ha sesiona­
do una sola vez en casi diez años. 

En este contexto destaca que el 4 de diciembre de 2019, 
la Comisión de Derechos Humanos de la Ciudad de Mé­
xico (CDHCM) emitió la recomendación 19/2019 sobre 
los casos del medio Aristegui Noticias y de los periodis­
tas Germán Canseco y Humberto Padgett, al haber acre­
ditado violaciones a sus derechos de libertad de expre­
sión, de ejercicio periodístico y de acceso a la justicia y 
verdad, así como el incumplimiento del debido proceso 
por parte de la entonces Procuraduría General de Justi­
cia de la Ciudad de México (PGJCDMX).

Esa recomendación es un precedente importante, pues­
to que contextualiza y visibiliza los patrones de impuni­
dad que se producen por las fallas, deficiencias y omisio­
nes en la investigación penal y en la atención de casos de 
agresiones contra medios de comunicación y periodis­
tas en la capital del país. 

A pesar de que el 13 de enero de 2020 la ahora Fiscalía 
General de Justicia de la Ciudad de México (FGJCDMX) 
aceptó en su totalidad la recomendación 19/2019, hasta 

el momento no ha sido cumplida. En paralelo, la Comi­
sión Ejecutiva de Atención a Víctimas de la Ciudad de 
México (Ceavi) también ha incumplido su obligación de 
emitir los planes de reparación integral a favor de las 
personas perjudicadas. 

Las omisiones y el retraso de ambas instituciones repre­
sentan una revictimización constante de los periodistas 
quienes, además de los hechos que sufrieron años atrás, 
ahora siguen resintiendo daños por las instituciones en­
cargadas de brindarles justicia, verdad y reparación.

Ante este escenario, tanto Canseco como Padgett, con 
acompañamiento de ARTICLE  19, determinaron acudir 
ante el Poder Judicial de la Federación para combatir la 
omisión de obtener una reparación integral del daño, a 
través del trámite de juicios de amparo contra la Ceavi. 

En cuanto a esta institución, es importante mencionar 
que, de acuerdo con una solicitud de información públi­
ca, la Ceavi cuenta con una plantilla de 37 personas, de 
las cuales 32 atienden directamente a víctimas; existe un 
registro de 1,504 personas en el padrón de víctimas de la 
Ciudad de México; sólo 186 de ellas han recibido apoyo 
con recursos económicos del Fondo de Ayuda, Asisten­
cia y Reparación Integral de la Ciudad de México; 24 per­
sonas se dedican primordialmente a la atención de vícti­
mas de delitos de alto impacto social, y a la fecha hay 
11,377 expedientes abiertos (2,365 de ellos en fiscalías y 
9,012 en juzgados de ejecución).
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Al respecto es preocupante observar un retraso sustan­
cial en el trabajo de la Ceavi en cuanto a la reparación 
integral a las víctimas. No es menor ni sorprende el he­
cho de que esta institución haya sido señalada como au­
toridad responsable en ochenta demandas de amparo 
promovidas en su contra, de 2020 hasta diciembre de 
2022, tal como dio parte ante otra solicitud de acceso a 
información pública.

Una falencia más a nivel estructural, relacionada con lo 
que ARTICLE   19 ya refirió en el informe Negación, de 
2021, es la fallida o simulada creación de sistemas inte­
grales que servirían para una efectiva coordinación en­
tre autoridades en materia de atención a víctimas. Tal es 
el caso del Sistema Nacional de Atención a Víctimas que 
celebró su primera sesión el 20 de mayo de 2015, y no 
volvió a reunirse después.

Acerca del desempeño de la FGJCDMX resalta que, a tres 
años de que aceptara en su totalidad la recomendación 
19/2019, hasta la fecha de este informe no ha cumplido 
ninguna de sus determinaciones. Uno de los puntos 
abordado por la CDHCM es el referente a las investigacio­
nes de los tres casos de agresiones a la prensa, en los que 
se advirtieron violaciones a los derechos humanos por 
falta de debida diligencia, negación del derecho a la ver­
dad, omisión del resguardo de datos personales y afecta­
ción a la libertad de expresión y al derecho a la protec­
ción de las víctimas.

Otra medida de carácter estructural que debe tomar la 
FGJCDMX, de acuerdo con la recomendación, es el diseño 
de un sistema de información sobre averiguaciones pre­
vias y carpetas de investigación de delitos contra la 
prensa, así como una providencia de transparencia, de 
carácter estadístico, sin publicar referencias personales 
ni información reservada. La Fiscalía también debe im­
plementar una continua especialización y profesionali­
zación del personal que investiga ese tipo de delitos y 
saldar la deuda que, por años, mantiene con diversas 
víctimas. 

En este contexto de omisiones y falta de atención a las 
víctimas, la impunidad es otro gran lastre. La Fiscalía 
Especial para la Atención de Delitos cometidos contra la 
Libertad de Expresión (FEADLE) ha iniciado un total de 
1,592 indagatorias por crímenes contra periodistas, de 
las cuales se han obtenido únicamente 32 sentencias. Es 
decir, la cifra histórica de impunidad de los delitos con­
tra la libertad de expresión es de 97.9 %. 

Además, la FEADLE reporta que en 2022 inició 123 inda­
gatorias y determinó un total de 178 expedientes; obvia­
mente, expedientes de años anteriores fueron determi­
nados. No obstante, si se observan los tipos de 
determinaciones, por ejemplo, en el sistema acusatorio, 
de las 170 carpetas de investigación determinadas, 17 
fueron por incompetencia externa, 23 por archivo tem­
poral y 69 por no ejercicio de la acción penal.

ARTICLE 19 ha constatado que algunos casos de víctimas 
periodistas fueron determinados con ese supuesto, no 
obstante que la FEADLE tenía posibilidades y recursos 
para hacer una investigación más exhaustiva y procurar 
que el delito no quedara impune. Por tanto, preocupa 
que muchas determinaciones se decidan a partir de esa 
hipótesis, aun cuando pudo haberse hecho más en favor 
de la justicia, la verdad y la reparación para las víctimas.

Otro caso que destaca es el de la Brigada Humanitaria de 
Paz Marabunta, organización que, entre otras causas, 
trabaja para defender y promover el derecho a la protes­
ta libre y pacífica, principalmente, en la Ciudad de Méxi­
co y en Oaxaca. Desde 2018, Marabunta tuvo que ser in­
corporada al Mecanismo de Protección para Personas 
Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, debido 
a que sus integrantes han sufrido de manera reiterada 
detenciones, amenazas de muerte, criminalización y 
otros ataques directos por parte de los cuerpos policia­
les durante las protestas.

Ello es del conocimiento de la CDHCM y de la FGJCDMX; 
sin embargo, hasta la fecha, y pese a las múltiples quejas 
y denuncias, ninguna persona ha sido identificada ni 
sancionada, por lo que el riesgo persiste. 

En otro caso, el del periodista Alberto Amaro, director 
de La Prensa de Tlaxcala, se han identificado fallas en el 
plan de protección, las cuales, a pesar de múltiples re­
portes a las autoridades del Mecanismo, no han sido 
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subsanadas. Durante 2022, Amaro fue víctima de un alla­
namiento, dos persecuciones —una en la que incluso 
impactaron su vehículo— y varios actos intimidatorios 
en las que la respuesta del Mecanismo y de las autorida­
des locales ha sido lenta o nula. 

Es constante que las medidas operadas directamente 
por las autoridades federales y el propio Mecanismo 
presenten graves deficiencias. Ello trae como conse­
cuencia que, a pesar de gastar grandes sumas de dinero 
en los planes de protección, al estar mal implementadas, 
el riesgo se mantiene o incluso aumenta y las personas 
son revictimizadas. 

También se observa que, de manera reiterada, los análi­
sis de riesgo carecen de un enfoque de derechos huma­
nos y diferenciado, mientras se fortalece un enfoque 
“securitista” que sólo aumenta el costo de los planes de 
protección, mas no inhibe las situaciones de riesgo. 

En octubre de 2021, la Segob, informó públicamente la 
creación de un Sistema Nacional de Protección para 
Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodis­
tas, así como el impulso de una Ley General de Protec­
ción para Personas Defensoras de Derechos Humanos 
y Periodistas. No obstante, la asistencia de las autorida­
des a los foros para dialogar en torno a esta iniciativa 
fue prácticamente nula, al igual que la de personas de­
fensoras de derechos humanos y periodistas, pues las 
convocatorias se realizaron con muy poco tiempo de 

anticipación. Lo mismo sucedió en el Foro para la 
Construcción de una Política Pública Integral de Pro­
tección para Personas Defensoras y Periodistas en el 
que se convocó a la Segob, la FGR, la CEAV y la CNDH. 
Sólo la última se presentó. 

Acerca del desempeño de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos (CNDH), resalta la atención al caso 
de espionaje con el malware Pegasus y su impacto en la 
libertad de expresión. La institución publicó la reco­
mendación general 47/2022 dirigida a diversas autorida­
des del Estado mexicano, pero decidió no impulsar una 
recomendación individual en la que se estableciera una 
reparación personal por los daños causados. Asimismo, 
la recomendación omite señalar violaciones relaciona­
das con la falta de debida diligencia en la investigación 
penal o del espionaje ilegal cometido contra periodistas 
y activistas. 

Lamentablemente, este no es el único caso en el que la 
Comisión ha sido vaga y ha rehuido señalar de manera 
directa los abusos de algunas instituciones. Un análisis 
realizado en diciembre de 2022 por el Centro de Dere­
chos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez (Centro 
ProDH) encontró que 17 de las 28 recomendaciones diri­
gidas a la Sedena, la FGR, la GN y la Semar, se relacionan 
con hechos ocurridos antes del 1 de diciembre de 2018 y 
que en las diez destinadas a la GN por violaciones graves 
de los derechos humanos, en su mayoría “sólo menciona 
que presentará y dará seguimiento a una denuncia admi­

nistrativa ante la Unidad de Asuntos Internos de la 
Guardia Nacional, sin pronunciarse sobre la necesidad 
de persecución penal”.

Entre otros asuntos, el Centro ProDH señala que, si bien 
151 de las 246 recomendaciones de la CNDH atienden a 
hechos sucedidos durante el presente sexenio y 64 a he­
chos que acontecieron antes del 1 de diciembre de 2018, 
es evidente que esta institución ha estado ausente de las 
discusiones en torno a la creciente militarización del 
país. 

No se puede pasar por alto el debilitamiento interno de 
la CNDH que ha llevado a la renuncia de personas inte­
grantes de su Consejo Consultivo, ni la propuesta de Li­
neamientos Generales de Actuación del Consejo Con­
sultivo presentada el 11 de julio de 2022 que, en el 
extremo del absurdo, pretende imponer una mordaza a 
los órganos de consulta y participación social destina­
dos a fortalecer su actuar.

Las designaciones de quien o quienes asumen altas res­
ponsabilidades públicas son decisiones de gran relevan­
cia, pues tienen efectos directos en la vida de las perso­
nas, en la garantía de sus derechos y en el buen o mal 
desempeño de las instituciones encargadas de proteger­
los. Es el caso de instituciones clave como la FGR, la 
CEAV, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) o 
el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la In­
formación y Protección de Datos Personales (Inai), por 
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mencionar sólo algunas. Por lo anterior, llama la aten­
ción que, durante 2022, la mayor parte de las designacio­
nes de titulares quedaron pendientes.

En uno de los años más letales para la prensa del que se 
tenga registro ( junto a 2017), se hace más urgente y ne­
cesario contar con instituciones de atención a las vícti­
mas y de derechos humanos sólidas y capaces. Una vía 
para su fortalecimiento es la designación de personas 
con perfiles idóneos para dichas responsabilidades, ade­
más del compromiso para cumplir cabalmente la ley, a la 
par que se impulsa una política pública de Estado —que 
trascienda al gobierno— para que las y los periodistas 
puedan ejercer plenamente su derecho a la libertad de 
expresión sin temor. 
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Capítulo 5. 

Ni verdad ni justicia

El gobierno federal continúa justificando el actuar y la 
responsabilidad de las fuerzas armadas, profundizando 
la militarización actual del país. En 2022, los poderes 
Ejecutivo y Legislativo tomaron dos decisiones preocu­
pantes. Por un lado, el decreto por el cual se extiende la 
presencia del Ejército en las calles hasta 2028 y, por otro, 
el paso de la Guardia Nacional a la Secretaría de la De­
fensa Nacional (Sedena). 

Habiendo transcurrido ya la mitad del sexenio se ha exa­
cerbado la simulación en la investigación de graves vio­
laciones a los derechos humanos y continúa la opacidad 
en el acceso a la información y la transferencia de archi­
vos oficiales de las instituciones responsables de esas 
violaciones, a pesar del impulso de mecanismos extraor­
dinarios en la materia. 

En contraste con las exigencias de grupos de víctimas, 
familiares, sobrevivientes y organizaciones de derechos 
humanos, estas acciones han sido insuficientes para la 
procuración de justicia en los casos de violaciones gra­
ves a los derechos humanos cometidas tanto en el pasa­
do como durante la actual administración. 

Sumado a esto, desde el Ejecutivo, en instancias como 
las conferencias matutinas o los informes presidencia­
les, se ha justificado respecto al actuar de las fuerzas cas­
trenses e incluso se ha negado su responsabilidad en la 
perpetración de esos crímenes. Con estas declaraciones, 
se pretende justificar y borrar lo que es una realidad a 
nivel nacional: que las violaciones a los derechos huma­
nos siguen ocurriendo, las cifras de homicidios se siguen 
incrementando, los casos de personas desaparecidas 

continúan, los hallazgos de fosas clandestinas no dismi­
nuyen y que poco se está haciendo para generar cambios 
profundos que lleven a la no repetición. 

En 2022, México superó un hito inimaginable del horror. 
En mayo, el país llegó a la cifra de 100,000 personas des­
aparecidas. Sin embargo, esto no significó que se hicie­
ran todos los esfuerzos para hallar a cada una de ellas ni 
que se avanzara en el cambio estructural necesario para 
detener las desapariciones. Tan es así que, en los prime­
ros días de enero de 2023, el Registro Nacional de Perso­
nas Desaparecidas y No Localizadas (RNPDNO) reportó 
más de 109,500 personas desaparecidas. En menos de 
nueve meses, se sumaron casi 10,000 casos más a este 
oprobioso cómputo cuyo incremento parece imparable. 

En marzo de 2022, el Grupo Interdisciplinario de Exper­
tos Independientes (GIEI) presentó su tercer informe, 
que resalta las omisiones en los reportes de la Sedena, 
así como el conocimiento que tuvieron distintas autori­
dades militares y policiales de los hechos, durante su 
desarrollo, el 26 y 27 de septiembre de 2014, cuando fue­
ron desaparecidos en Iguala, Guerrero, 43 estudiantes 
de Ayotzinapa. 

El GIEI revela que todos los hechos “ocurrieron con co­
nocimiento de las autoridades policiales y militares de 
todos los niveles en Iguala, en tiempo real”, además de 
la “interceptación de comunicaciones (sin autorización 
judicial) que podrían haber guiado la búsqueda de los 
estudiantes desde el mismo 26 de septiembre de 2014. 
Dicha información nunca fue brindada a las autoridades 

encargadas de la búsqueda y la investigación y se negó su 
existencia hasta recientemente”. 

El GIEI también detalla que una serie de autoridades par­
ticiparon en la construcción de la llamada “verdad histó­
rica”: la Sedena (y, en particular, integrantes del 27 Bata­
llón de Infantería), la Secretaría de Marina, la policía 
estatal y la policía federal, así como la entonces Procura­
duría General de la República (PGR) mediante la Agencia 
de Investigación Criminal y de la Subprocuraduría Espe­
cializada en Investigación de Delincuencia Organizada 
(SEIDO). Como concluye el informe del grupo de exper­
tos, esta coordinación debe de haber sido ordenada por 
una autoridad superior que aún no se ha investigado. 

En sus recomendaciones, el GIEI apunta la importancia 
de tener acceso a todos los documentos necesarios y la 
imperante urgencia de poder consultar los archivos de 
forma directa, así como de garantizar la integridad y per­
manencia de éstos. Por tanto, la transparencia y el acce­
so a la información en materia de violaciones graves a 
derechos humanos siguen sujetas a la discrecionalidad 
política. Peor aún, la información de interés público se 
oculta de forma deliberada.

En los meses que siguieron a este evento, el subsecreta­
rio de Derechos Humanos, Población y Migración de la 
Secretaría de Gobernación (Segob), Alejandro Encinas, 
presentó un informe de la presidencia de la CoVAJ, en el 
cual se califica la desaparición de los 43  estudiantes 
como un crimen de Estado y contiene información no­
vedosa respaldada por 467 capturas de pantalla que al 
momento de ser presentada a las familias no habría sido 
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aún revisada por el GIEI. El mismo día que se hizo públi­
co este informe, la Unidad Especial de Investigación y 
Litigación para el Caso Ayotzinapa (UEILCA) presentó 83 
solicitudes de detención, veinte de ellas contra militares.

Días después, se cancelaron 21 de las órdenes de apre­
hensión, 16 de las cuales se habían librado contra milita­
res, por la injerencia indebida de la FGR, que apartó a la 
UEILCA del proceso y, además, la dejó sin policías ministe­
riales, es decir, disminuyó su capacidad de investigación. 

El 15 de septiembre de 2022 se anunció la detención de 
los cuatro militares cuyas órdenes no habían sido cance­
ladas, entre ellos, quien fuera comandante del 27 Bata­
llón de Infantería al momento de los hechos. Días antes 
del aniversario de la noche de Iguala, se filtró a los me­
dios capturas de pantalla originalmente testadas en el 
informe de la presidencia de la CoVAJ, las cuales eran 
fundamentales para el relato del gobierno federal e in­
cluían detalles del supuesto destino de los estudiantes y 
de los supuestos perpetradores, lo que comprometió la 
investigación judicial. 

Después de realizar pruebas forenses —a petición de las 
familias de los normalistas—, el GIEI informó que no era 
posible verificar la autenticidad de 181 de las 367 capturas 
de pantalla del informe de la CoVAJ, ya que no se conocía 
el origen de las mismas ni el dispositivo telefónico al que 
estaban vinculadas, además de que no era posible garan­
tizar “la originalidad de los mensajes que fueron captu­
rados en imágenes”. En ese contexto, el GIEI anunció 
que sólo dos de sus integrantes continuarían formando 
parte del mecanismo de asistencia técnica internacional, 

pues los otros dos anunciaron su retiro del trabajo en 
México por estimar que las condiciones para brindar esa 
asistencia se habían modificado sustancialmente.

Días antes de este anuncio del GIEI, el diario The New 
York Times publicó que el subsecretario Encinas había 
admitido que “un porcentaje importante” de la eviden­
cia presentada como novedosa en el informe de la CoVAJ 
no había podido ser verificada. Es decir, que las capturas 
podían no tener sustento, algo que había negado el sub­
secretario en la conferencia matutina presidencial. Así, 
el relato articulado por el gobierno vuelve a sostenerse 
en evidencias cuestionables, poniendo el proceso de es­
clarecimiento en crisis.

De este modo, los pasos que se habrían dado para inves­
tigar e iniciar procesos contra quienes participaron en el 
asesinato de seis personas y la desaparición de los 43 es­
tudiantes, al igual que contra quienes dieron la orden de 
manipular y crear la “verdad histórica”, se han puesto en 
riesgo debido a una nueva intervención política en la in­
vestigación penal. 

Un día después, se anunció la renuncia del fiscal especial 
para el caso, Omar Gómez Trejo, quien había trabajado 
de manera cercana con los representantes de los padres 
y las madres de los 43 estudiantes desaparecidos. Gómez 
Trejo fue sustituido por Rosendo Gómez, quien es con­
siderado cercano al actual secretario de Gobernación, 
Adán Augusto López. 

Así, este caso que el gobierno de López Obrador prome­
tió que sería emblemático del actuar de la justicia y del 

compromiso del Estado con la verdad, ha sido más bien 
un ejemplo del complejo entramado de intereses y com­
plicidades dentro de las estructuras estatales. También 
es muestra de la persistente opacidad e impunidad de 
las Fuerzas Armadas. 

Desde el gobierno de López Obrador se ha planteado el 
tema de la reconciliación en diversos momentos. Inclu­
so antes de su toma de protesta, en reuniones con fami­
liares y víctimas de violaciones a los derechos humanos, 
el presidente abordó la cuestión y afirmó que no tenía 
que ver con el olvido, pero sí con el perdón. A pesar del 
desacuerdo de las víctimas, familiares y organizaciones, 
López Obrador ha insistido en ello. Un ejemplo es el 
evento de inicio de los trabajos de la CoVEH, el 22 de ju­
nio de 2022, en el Campo Militar núm. 1.

Por primera vez en la historia del país, en el Campo Mili­
tar núm. 1 se realizó un acto en el que se admitió el invo­
lucramiento del Ejército en los hechos ocurridos en esos 
años. Sin embargo, la voluntad de la institución para con­
tribuir con las tareas de esclarecimiento histórico fue 
puesta en duda con el discurso del secretario de la De­
fensa Nacional, quien expresó que los militares habían 
actuado en esos años siguiendo instrucciones civiles y 
que los nombres de los soldados fallecidos se inscribirían 
en el Monumento a los Caídos de las Fuerzas Armadas. 
Esto causó malestar entre los sobrevivientes y familiares 
de víctimas que habían sido invitados a dicho evento. 

Días después de conmemorarse 54 años de la masacre de 
Tlatelolco, el presidente López Obrador dijo en su con­
ferencia matutina del 4 de octubre: “Nosotros conside­
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ramos que los errores que ha cometido el Ejército se han 
originado por órdenes de autoridades civiles; me refiero 
al 68”. Esta narrativa de los “errores” y los “excesos” se 
complementa con la de la reconciliación y también con 
aquella que considera este atroz episodio de la historia 
reciente como un hecho del pasado y, por lo tanto, ya 
superado. Es, en los hechos, eximir de responsabilidad 
institucional a un Ejército cada vez más poderoso. 

Por otra parte, de acuerdo con la Ley General en Materia 
de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Co­
metida por Particulares y del Sistema Nacional de Bús­
queda de Personas, la FGR tiene la obligación de crear el 
Banco Nacional de Datos Forenses (BNDF) y el Registro 
Nacional de Personas Fallecidas No Identificadas y No 
Reclamadas (RNPFNI). Dicha ley también facultó a la Co­
misión Nacional de Búsqueda (CNB) para la publicación 
del RNPDNO. 

Tanto el Banco como el RNPFNI debían operar desde 
enero de 2019, pero hasta la fecha siguen sin funcionar. 
Según cifras oficiales, entre 2019 y 2022, se han registra­
do más de 30,000 personas desaparecidas y se estima 
que, debido al alza y continuidad de la violencia, al fina­
lizar el sexenio la cifra podría ser de más de 60,000. Así, 
de acuerdo con datos oficiales disponibles, se calcula 
que, en los primeros cuatro años del gobierno de López 
Obrador, el número de víctimas de desaparición aumen­
tó 300 % en comparación con el mismo lapso del sexe­
nio de Felipe Calderón y 60 % respecto del de Enrique 
Peña Nieto.

El Estado mexicano ha reconocido que enfrenta una cri­
sis forense, con más de 52,000 personas muertas sin 
identificación, cifra que se conoció gracias a las solicitu­
des de acceso a información pública realizadas por los 
colectivos de familias que se agrupan en el Movimiento 
por Nuestros Desaparecidos en México. En gran parte, 
este reconocimiento de la crisis forense se sustenta en la 
narrativa oficial de que es consecuencia de las malas ad­
ministraciones del pasado. 

La falta de una política pública de identificación relacio­
nada con la búsqueda de personas desaparecidas ha con­
tribuido a perpetuar la crisis forense en México. Esto 
nos muestra cómo las autoridades han sido omisas en la 
creación de los instrumentos como el BNDF.

La búsqueda de personas desaparecidas parte de la idea 
de encontrarlas con vida, pero también debe considerar 
los hallazgos de cuerpos y restos de personas no identi­
ficadas hasta lograr su identificación y restitución digna 
a sus familiares. 

Los familiares de personas desaparecidas, en su mayoría 
mujeres, son los que desde hace décadas en México ha­
cen la labor de las autoridades ante las falencias, inope­
rancia y omisiones de éstas. Las familias se ven orilladas 
a salir a la búsqueda y emprenden acciones de explora­
ción e investigación. Se han convertido en personas de­
fensoras de los derechos humanos y en rastreadoras de 
fosas clandestinas de manera obligada. 

El Consejo Nacional Ciudadano del Sistema Nacional de 
Búsqueda reveló que, de 2010 a octubre de 2022, 17 per­

sonas buscadoras han sido asesinadas en México. ARTI­
CLE 19 recuperó doce casos de personas asesinadas por 
sus labores de búsqueda y defensa de los derechos hu­
manos, crímenes perpetrados en el periodo de la actual 
administración. 

De hecho, 2022 ha sido el año más letal para las familias 
buscadoras. Desgraciadamente, el panorama de violen­
cia y la falta de garantías de seguridad no han sido abor­
dados eficazmente, lo que hace prever que en 2023 se 
profundicen las agresiones. 

Según el Mecanismo de Protección para Personas De­
fensoras de Derechos Humanos y Periodistas, de agosto 
de 2012 a agosto de 2022, al menos 226 personas (171 
mujeres y 55 hombres) sufrieron una agresión en repre­
salia por acciones de búsqueda. Según esta investiga­
ción, 109 personas buscadoras (87 mujeres y 41 hom­
bres) sufrieron ataques perpetrados entre 2019 y agosto 
de 2022.

Estos atentados y agresiones nos muestran que lejos de 
construir políticas públicas que resuelvan la crisis foren­
se y detengan las desapariciones, la voluntad política 
expresada por el gobierno federal no se materializa en 
acciones concretas y eficaces. Ni siquiera en garantizar 
la protección de las personas buscadoras y defensoras 
de derechos humanos en México, que han suplido una 
grave omisión del Estado. 

El gobierno del presidente López Obrador ha dispuesto 
medidas extraordinarias para llegar a la verdad sobre las 
violaciones de los derechos humanos. Entre estas, se en­
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cuentran el acuerdo presidencial emitido en febrero de 
2019 para transferir al Archivo General de la Nación 
(AGN) “documentos históricos que se encuentren rela­
cionados con violaciones de derechos humanos y perse­
cuciones políticas vinculadas con movimientos políticos 
y sociales, así como con actos de corrupción en posesión 
de las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal”, así como la creación de la CoVEH, en 
2021, y del MEIF. 

Tener acceso irrestricto a estos archivos permitiría co­
nocer la verdad sobre los hechos ocurridos en el periodo 
de violencia de Estado. Es sumamente preocupante que 
casi cuatro años después de instruida, el incumplimien­
to de la transferencia de estos archivos impida de nueva 
cuenta el ejercicio del derecho a la verdad de las vícti­
mas, los sobrevivientes y la sociedad.

El 6 de octubre de 2021 se creó la CoVEH por decreto 
presidencial, formada por cinco instrumentos: 1) el MEH; 
2) el Plan de Búsqueda; 3) el Comité para el Impulso a la 
Justicia; 4) el Plan Especial de Reparación y Compensa­
ción, y 5) el Comité para el Impulso a la Memoria y Ga­
rantía de No Repetición.

Sus trabajos, y en especial los del MEH, han atravesado 
por distintas adversidades, de entre las que destacan el 
corto tiempo destinado para su actuación (2021-2024), 
la falta de recursos, y el sometimiento a mecanismos or­
dinarios de la administración pública, a pesar de ser una 
instancia de carácter extraordinario.

En diciembre de 2019 fue aprobado por el Sistema Na­
cional de Búsqueda de Personas el acuerdo para crear el 
MEIF, instancia extraordinaria implementada ante la cri­
sis forense que atraviesa el país. El objetivo del MEIF, 
además de la identificación de restos humanos, es la no­
tificación y restitución digna de más de 52 000 cuerpos 
sin identidad que están en fosas comunes o en las mor­
gues del país.

Sin embargo, el trabajo de este mecanismo ha atravesa­
do diversas dificultades, entre ellas, la falta de un grupo 
coordinador para el desarrollo de sus labores. Sólo casi 
dos años después de su creación, el MEIF pudo contar 
con este grupo, y hasta agosto de 2022 logró la integra­
ción de dos equipos técnicos: la Unidad de Examen Mul­
tidisciplinario y la Unidad de Análisis de Información, 
las cuales se encargarán de construir las bases sobre las 
que operarán las intervenciones de corte estatal del Me­
canismo. Hasta ahora ha firmado sólo tres convenios de 
colaboración con procuradurías locales. 

Las acciones concretas de identificación forense y en­
trega digna han sido mínimas. Un obstáculo importante 
ha sido la falta de información de las autoridades estata­
les respecto a los cuerpos sin nombre. También abundan 
las prácticas de “desaparición administrativa” que invo­
lucran a las autoridades, tales como la pérdida del regis­
tro del destino final de los cuerpos, la incineración o 
destrucción de estos, o su inhumación clandestina. 

En ese sentido, el éxito de la identificación forense de­
penderá más de la presión social y de la voluntad política 
de las diversas instituciones, que de una normatividad 

que fuerce su cumplimiento y que ponga fin a la “desa­
parición administrativa” de los cadáveres sin nombre, 
irregularidad de la que han sido responsables las autori­
dades estatales.
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